
En medio de sus vacaciones a fi-
nes de año, Leonardo Moreno, jefe
de seguimiento de Políticas Públi-
cas de la Presidencia, recibió una
única llamada en que se advertía
un error en la compraventa de la
casa de Guardia Vieja que perte-
neció al expresidente Salvador
Allende y que el Ejecutivo planea-
ba adquirir por $993 millones pa-
ra convertirla en un museo. Sin
embargo, la llamada nada tenía
que ver con una posible inhabili-
dad de dos de las propietarias del
inmueble, la senadora Isabel
Allende y la entonces ministra
Maya Fernández, puesto que esos
cargos no pueden celebrar contra-
tos con el Estado, tal como lo esti-
pulan los artículos 37 bis y 60 de la
Constitución. “Me llamó el 30 de
diciembre de 2024 Bernardita Na-
zar (asesora de Presidencia) ya
que había un problema con los
cheques emitidos para la compra-
venta de la propiedad de Allende,
donde se habían emitido cuatro
documentos, debiendo haber sido
solo un cheque a nombre del abo-
gado Felipe Vio. Le di la instruc-
ción que al ser un problema inter-
no de Bienes Nacionales, que lo
resolvieran ellos”, dice en su de-
claración policial. Moreno cortó el
teléfono y volvió a su puesto de
trabajo el 2 de enero.

n Seguidilla de llamados
como antesala de la cita

En su retorno, cerca de las
19:00 horas, recibió un nuevo lla-
mado. Esta vez de parte de Fran-
cisca Moya, jefa de la División Ju-
rídica de la Secretaría General de
la Presidencia (Segpres), quien le
explicó que “había un problema
en la compraventa de la propie-
dad de Allende, por la existencia
de una eventual inhabilidad”.
Esa fue una de las tantas llamadas
que realizó Moya ese 2 de enero.
Según la declaración de la funcio-
naria, la entonces subsecretaria
Segpres Macarena Lobos —hoy
ministra— la contactó porque
“había visto en la prensa lo de la
compra del inmueble de Guardia
Vieja”, y le habría pedido que
“tome contacto con el equipo que
estaba a cargo de la adquisición
para verificar qué había pasado”.
Moya contactó a Macarena Diez,
jefa de División Jurídica del Mi-
nisterio de Bienes Nacionales; a
Denisse Hernández, jefa de gabi-
nete de Marcela Sandoval, enton-
ces ministra de Bienes Naciona-

les; a Pablo Maino, jefe de Divi-
sión de Bienes Nacionales, y al
abogado de la familia Allende,
Felipe Vio, con el fin de esclarecer
“cómo habían abordado la com-
pra del inmueble, considerando
las prohibiciones que establecía
la Constitución”.

n Jefa de gabinete de exmi-
nistra Sandoval desconocía
quiénes eran los propietarios

El 2 de enero los teléfonos de los
involucrados no dejaban de sonar.
Así, Maino relata en su declara-
ción que cerca de las 20:30 horas
recibió el llamado de Hernández,
quien le preguntó “si al momento
de la revisión de estudio de títulos
y recopilación de antecedentes,

habíamos tenido a la vista alguna
prohibición de parte de alguno de
los vendedores”. La respuesta de
Maino fue que “no lo habíamos
visto”. Sin embargo, minutos des-
pués, Hernández vuelve a contac-
tarlo y le “comenta expresamen-
te” si es que se “había considerado
lo dispuesto en el artículo 37 bis
de la Constitución”. Nuevamente
la respuesta fue negativa.

Maino también menciona que
“esa misma tarde del 2 de enero se
publicó una nota de prensa que
señalaba que Maya Fernández era
la única propietaria del inmueble,
ante lo cual Denisse Hernández
me consultó si eso era efectivo”.
Ante esto, acordó comentarle al
día siguiente la propiedad del in-

mueble, que, según menciona el
Decreto 38, son cuatro herederos
de la familia del expresidente
Allende.

A esas alturas, Moreno ya había
decidido convocar a una reunión
en Presidencia. Según el asesor, el
3 de enero estuvieron presentes
Carlos Durán, jefe de gabinete del
Presidente Gabriel Boric; Sebas-
tián Vergara, subsecretario de Bie-
nes Nacionales; Yerko Montene-
gro, jefe de Gabinete de la Dipres;
Denisse Hernández; Macarena
Diez y Pablo Maino. 

n Una subrogancia y una
ausencia “impresentable”

El 2 de enero, en medio del es-
cándalo, la entonces ministra de

Bienes Nacionales, Marcela San-
doval, tomó vacaciones. La cartera
quedó en manos del subsecretario
Sebastián Vergara, quien el mis-
mo día comenzó a ver los cuestio-
namientos a través de la prensa.
Al día siguiente, Hernández se
acercó a su oficina. Describe en su
declaración que la notó “muy
preocupada” y decidió acompa-
ñarla a la reunión convocada en
presidencia por Moreno.

“En el trayecto a
la reunión, le hice
ver a Denisse que
era impresentable
que la señora minis-
tra estuviera de va-
caciones, producto
de que en mi caso
no estaba en condi-
ciones de responder alguna pre-
gunta sobre la materia”, declaró.
A lo anterior, agregó que “cuan-
do se genera la subrogación del
cargo de ministro, no se generó
ningún tipo de instancia o reu-
nión, en la cual la ministra San-
doval me advirtiera o me infor-
mara de temas pendientes que
debía estar en pleno conocimien-
to para el desarrollo del cargo”.

n “No entendía cómo había
sucedido eso”

Respecto de la reunión en la
mañana del 3 de enero, Vergara
comentó que “se enfocó en cómo
se podía reversar el proceso de
compraventa de la propiedad de
Allende”. En tanto, Maino ase-
guró en su declaración que “Leo-
nardo Moreno nos señaló que
ese no era el momento de buscar
culpables, sino más bien de eva-
luar soluciones”. Algo que el
propio Moreno confirmó en su
testimonio: “Abrí la reunión in-
dicando que no entendía cómo

había sucedido eso, ante lo cual
pedí soluciones para el tema. No
me interesaba ver quiénes eran
los responsables, solo quería sa-
ber cómo resolver jurídicamente
esta materia”. Sin embargo, pre-
cisa, no recibió “sugerencias”,

La situación de Moreno en el
caso también es compleja, puesto
que en su posición de jefe de Se-
guimiento de Políticas Públicas
de la presidencia se le habría en-

viado una minuta
desde el Servicio de
Patrimonio advir-
tiendo posibles con-
secuencias jurídicas
y comunicacionales.
Sin embargo, en su
declaración asegura
no haberla visto

hasta el 20 de enero, cuando ya
había estallado el caso.

Por su parte, Maino adicionó
que “de esa reunión no se tomó
una decisión respecto de poner
término al procedimiento de
compra, sino que se levantó in-
formación”.

n Preparación de decreto
con conocimiento parcial

Otro de los antecedentes de la
cita los aporta Maino, quien de-
talla que “Francisca Moya con-
sultó si el Decreto Supremo que
autorizaba la compra estaba sin
identificar a quiénes eran sus
propietarios, a lo que Macarena
Diez señaló que sí estaban iden-
tificados en el decreto”. 

Ayer, “El Mercurio” publicó
la declaración de Moya, quien
trabaja en el área que revisa todo
aquello que deba llevar la firma
del Presidente, donde señaló
que la revisión de los decretos
quedó en manos de un funciona-
rio que aún no era abogado.

Las versiones de funcionarios sobre la reservada cita en La Moneda tras el estallido del caso

“Leonardo Moreno señaló que no era el
momento de buscar culpables”: La reunión
tras escándalo por casa de Allende

E. CANDIA y C. CARVAJAL

El jefe de División de Bienes Nacionales, Pablo Maino, declaró que en el encuentro convocado por el asesor
presidencial se levantó información y “no se tomó una decisión respecto de poner término” a la compraventa.

COMODATO.— Una de las opciones que se barajaban para la concreción del museo consistía en, una vez comprado
por el Estado, el inmueble fuera entregado en comodato a la fundación Salvador Allende.
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Los artículos 37 bis y

60 prohíben a ministros
y senadores celebrar

contratos con el Estado.

“Vengo en este acto en solici-
tar se cite a audiencia de discu-
sión de sustitución de medida
cautelar de prisión preventiva
por otras medidas cautelares
del artículo 155 del Código Pro-
cesal Penal, sobre la base de los
antecedentes que se harán valer
en la audiencia respectiva”. 

De esta forma, Víctor Providel,
abogado defensor del exsubse-
cretario del Interior Manuel
Monsalve, dio impulso a la pri-
mera instancia de revisión de
cautelares en el caso, luego de tres
meses de investigación en que el
imputado se ha mantenido en
prisión preventiva, desde el 19 de
noviembre, tras ser formalizado
por los delitos de violación y abu-
so sexual contra una subalterna
por la Fiscalía Centro Norte.

El tribunal respondió y fijó la
audiencia para el 1 de abril a las
9:00 horas ante el 7° Juzgado
de Garantía de Santiago.

Testimonio de
exsubsecretario

Una de las diligencias impor-
tantes que la defensa del exsub-
secretario buscaba realizar an-
tes de solicitar esta audiencia
era que en el proceso constara
la versión de la exautoridad en
la que descarta la violación de

una subalterna de su cartera y,
así, presentar de forma poste-
rior antecedentes que sustenta-
rían sus afirmaciones en ese in-
terrogatorio. 

En ese sentido, respecto de la
ausencia de dolo, Monsalve ha-
bría declarado que su intención
siempre fue llevar a la mujer a
su casa, que no se halló la direc-
ción y que por ese hecho termi-
naron su recorrido en el hotel
Panamericano, el pasado 22 de
septiembre. 

A ello se sumaría, dicen en su
entorno, que ambos se encon-
traban bajo los efectos del alco-
hol y posiblemente de una sus-
tancia que todavía se busca de-
terminar, sin que pudieran re-
cordar los hechos.

La estrategia de la defensa es
dar peso a esa versión y, en esa
línea, sostienen que no hubo
violación, lo que se afirmaría
con cuestionamientos a los pe-
ritajes biológicos no concluyen-
tes del Servicio Médico Legal. 

La audiencia se fijó para el 1 de abril:

Declaración de Monsalve y
cuestionamientos a pruebas
marcarán su revisión de cautelares 

El exsubsecretario del Interior lleva casi cuatro meses en prisión
preventiva formalizado por la violación de una subalterna.
LORENA CRUZAT

Manuel Monsalve, exsubsecreta-
rio del Interior. 
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Tras el acuerdo pactado el mes pasado entre el
Ministerio Público y la defensa del exesposo de la
animadora y modelo Tonka Tomicic, Marco Antonio
López, conocido como “Parived”, para que este
último no enfrentara un juicio oral en el denominado
caso Relojes —iniciado en 2017—, ayer se concretó
el procedimiento abreviado por el cual se declaró
culpable de dos delitos: receptación aduanera y
comercio clandestino. 

Por tales ilícitos deberá cumplir una pena de 341
días de libertad vigilada y se le impuso una multa
cercana a los $12 millones —equivalente al valor de
las especies que eran objeto de contrabando y que
pudo ser acreditado por Aduanas—, además de una
Unidad Tributaria Anual (UTA). 

La defensa, encabezada por el abogado Mario
Vargas, también llegó a un acuerdo con la fiscalía
para que López pueda pagar ese monto con facilida-
des: en 12 cuotas.

Aunque Parived fue formalizado en 2023 por
asociación ilícita, receptación aduanera y delitos
tributarios, por la compra de relojes robados en el
extranjero, finalmente la acusación de la fiscalía
excluyó algunos de esos cargos.

“Es culpable, eso es lo importante”

Una vez resuelto el procedimiento ante el Primer
Juzgado de Garantía de Santiago, el fiscal jefe de
Pudahuel, Eduardo Baeza, explicó que el acuerdo al
que se llegó con el imputado “consiste en la rebaja
de grado por el hecho de aceptar responsabilidad y

evitar así la concurrencia a un juicio oral”. 
“Marcos López Spagui es culpable, eso es lo im-

portante”, planteó el persecutor y añadió que “se dio
por acreditado por parte del tribunal que existen
chilenos que salen al extranjero, cometen delitos de
robo, algunos de ellos muy violentos, ingresan las
especies a nuestro país, vía contrabando, y acá en
Santiago, o en Chile en general, existe un mercado
de reducción de estas especies”.

Mientras que sobre su participación, Baeza preci-
só que Parived “era un comprador de este tipo de
especies y, posteriormente, dentro de su negocio
informal, las vendía a determinadas personas”.

En paralelo, por este caso la Fiscalía Metropolita-
na Occidente desistirá de las imputaciones contra
Tomicic, cuyo nexo con el caso son cheques que le
facilitaba a su expareja, al considerar que durante

los ochos de indagatoria no se lograron reunir ante-
cedentes que den cuenta de delitos cometidos por la
animadora. 

Aquello se oficializará el 21 de marzo, durante la
audiencia donde el Ministerio Público comunicará el
cierre de la investigación y la decisión de no formali-
zar cargos contra la modelo.

EN JUICIO ABREVIADO ANTE EL PRIMER JUZGADO DE GARANTÍA DE SANTIAGO

Caso Relojes: Libertad vigilada y multa de $12 millones en
cuotas para Parived, tras declararse culpable de dos delitos

Marco Antonio López se declaró culpable de recepta-
ción aduanera y comercio clandestino.
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El general (r) y exdirector de
Inteligencia de Carabineros Gon-
zalo Blu presentó una querella
por tráfico de influencias en con-
tra del suspendido fiscal regional
de Aysén, Carlos Palma, y el abo-
gado Luis Hermosilla, por las co-
municaciones que ambos sostu-
vieron en el marco del caso Hura-
cán, donde figura como uno de
los acusados.

A través de sus abogados Cris-
tián Arias y Claudio Pavlic, el
exuniformado describe que un
informe reservado de Carabine-
ros da cuenta de “diligencias rela-
cionadas con los diálogos de
WhatsApp, que dan cuenta de las
interacciones entre el querellado
Luis Hermosilla y el querellado
Carlos Palma, donde particular-
mente se encuentra una ‘interac-
ción’ que naturalmente constitu-
ye una más de las acciones de co-

rrupción eventualmente intenta-
das o efectivamente desplegadas
por el querellado Carlos Palma,
solicitando al querellado Luis
Hermosilla que intercediera en
favor de la Fiscalía y en perjuicio
de estos intervinientes defenso-
res e imputado, respectivamente,
usando de las ya de público cono-
cimiento nefastas y efectivas in-
fluencias que eventualmente te-

nía, para generar decisiones en fa-
vor de determinadas personas”.

En este sentido, agrega que en
este caso específico, se trataba “de
su compinche Carlos Palma Gue-
rra, que ostentaba ni más ni me-
nos que la investidura de fiscal re-
gional, y todo eso para perjudicar
o intentar perjudicar mediante la
comisión de delitos, en concreto
el tráfico de influencias, la posi-
ción procesal de los sujetos proce-
sales, respecto de los cuales el
querellado Palma, legal y consti-
tucionalmente, debía profesar su
deber de objetividad”.

Junto con describir las “gestio-
nes” solicitadas que perjudica-
rían, la querella apunta que “Pal-
ma ejercía actos de corrupción, en
connivencia con Hermosilla”, y
pide que se les tome declaración a
ambos, además de que se amplíe
el informe policial sobre las con-
versaciones de ambos incluyen-
do más palabras clave. 

Imputa tráfico de influencias en marco de caso Huracán:

General (r) Blu se querella
contra Palma y Hermosilla 
por “gestiones” en su contra

El exdirector de Inteligencia de la institución policial apunta a
hallazgos en conversaciones entre el fiscal y el abogado.
O. RODRÍGUEZ y L. CRUZAT

El exdirector de Inteligencia de
Carabineros Gonzalo Blu.
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